LA INSUFICIENCIA DEL SISTEMA ESPAÑOL DE RENTAS MÍNIMAS Y EL DESMANTELAMIENTO DEL MISMO EN LA COMUNIDAD DE MADRID
El sistema español de rentas mínimas presenta deficiencias crónicas que provocan su insuficiencia en la protección frente a la pobreza, como vienen señalando desde hace años los informes realizados periódicamente por el Comité Europeo de Derechos Sociales. Este sistema, como la mayor parte de las políticas de lucha contra la pobreza, se encuentra descentralizado a nivel autonómico, sin unos criterios comunes mínimos suficientes a nivel estatal, permitiendo así que aparezcan desigualdades importantes entre las distintas regiones. La falta de lógica clara en los requisitos de la diversidad de prestaciones hacen que difieran las cuantías máximas según miembros, la ponderación de cargas, la edad exigible a sus beneficiarios o el sistema de incompatibilidades, pero teniendo en común en la mayor parte de los territorios las siguientes deficiencias: el establecimiento de prestaciones que se encuentran manifiestamente por debajo del umbral de la pobreza (fijado conforme a la Oficina de Estadística de la Unión Europea (EUROSTAT) para España en 684€ por persona/mes), así como por condicionar el derecho a obtener rentas mínimas suficientes a requerimientos de residencia (de seis meses a tres años, según la comunidad), edad (mayores de 25 años) y duración (la prestación concluye en un tiempo, aunque no lo haga la necesidad). 
El sistema de Rentas Mínimas de Inserción (RMI) de la Comunidad de Madrid, aunque de cuantía inferior al umbral de la pobreza, sí que es más proteccionista en algunos aspectos que el de otras regiones, por ejemplo al no señalar una duración limitada para la percepción de la prestación. Sin embargo, en los últimos años venimos observando y denunciando ante las autoridades responsables el desarrollo de prácticas que atentan contra los derechos de las personas perceptoras, dentro de una política que apunta al desmantelamiento de este sistema de protección que, aunque insuficiente, es el único recurso del que disponen miles de familias en nuestra región para cubrir sus necesidades básicas. 

Exponemos a continuación los datos que señalan esta dinámica que denunciamos.
Fracaso de la RMI. Las familias empobrecidas perdidas en la burocracia.
Según los últimos datos de la EAPN España, la Comunidad de Madrid tiene 347.000 personas en pobreza severa, es decir, que residen en hogares cuyos ingresos son inferiores a 370€ mensuales por unidad de consumo
. Por otra parte, la FUNDACIÓN FOESSA presentó el pasado 22 de octubre los datos de su Informe sobre exclusión y desarrollo social en Madrid, situando en un 7,4% de la población de nuestra Comunidad la que se encuentra en situación de exclusión severa, esto es, 486.778 personas. 
Contrasta con estos datos sobre la incidencia de la pobreza en nuestra Comunidad, el alcance de la prestación de la renta mínima de Inserción, que llega a unas 80.000 personas según conocimos a finales de septiembre, cuando la Consejería de Políticas Sociales, Familias, Igualdad y Natalidad sacó a la luz el Informe Renta Mínima de Inserción 2018.

Esta distancia señala el primer fracaso de la RMI, que tan solo garantiza en torno al 20% de la población empobrecida
 su derecho a un ingreso mínimo y un acompañamiento en el proceso de promoción social.

Muy lejos está la Comunidad de Madrid de lograr el objetivo que se marcó en el preámbulo de la ley de Renta Mínima, “Mediante la presente Ley, la Comunidad de Madrid reconoce a sus ciudadanos un doble derecho social; el derecho a disponer de medios económicos para hacer frente a las necesidades básicas de la vida, cuando no puedan obtenerlos del empleo o de regímenes de protección social, y el derecho a recibir apoyos personalizados para su inserción laboral y social.”

Además, en diciembre 2018 las unidades de convivencia perceptoras de RMI fueron 4.258 menos que en diciembre 2017 y 5.300 menos que en enero 2017. Así, en todo 2018 se pagaron 36.000 rentas mínimas menos que en 2017. En vez de intentar extender esta protección a todas las personas que la necesitan, la dinámica actual señala un camino en dirección contraria por parte del gobierno de la Comunidad de Madrid.  

¿Cómo despliega la Comunidad de Madrid su estrategia de desmantelamiento de este derecho social?
La Consejería de Políticas Sociales, Familia, Igualdad y Natalidad (antes Políticas sociales y Familia) ha creado un entramado burocrático imposible de desenmarañar por las familias que quieren ejercitar este derecho social.

A continuación, analizamos las principales características de este entramado y cómo afectan tanto al proceso de concesión del RMI como a su mantenimiento.

EL PROCESO DE SOLICITUD DE RMI.
Si en 2016 de cada cuatro solicitudes dos eran admitidas, 1 denegada y otra archivada, en 2018 solo una es admitida, una es denegada y otras dos son archivadas. 

Aunque no cambió la normativa ni se ha observado ningún cambio significativo en el perfil de las familias que se acercan a la administración para ejercer los derechos que les garantiza la RMI, hemos pasado de la aprobación en 2016 de una de cada dos solicitudes resueltas, a una de cada tres en 2017 y en 2018 menos de una de cada cuatro. En el último trimestre de 2018 se han concedido menos de una de cada seis solicitudes.
En esta estrategia de desmantelamiento, cobra especial relevancia el desmesurado aumento de archivo de solicitudes por “no presentar en el plazo requerido la documentación requerida”. En 2018, se atribuyeron a esa causa 5.285 de las 5.550 resoluciones iniciales de archivo, sobre un total de 12.646 resoluciones iniciales. Las familias que inician este trámite lo suelen realizar con el acompañamiento de una trabajadora social que revisa la solicitud y documentación adjunta de forma previa a su presentación. A pesar del acompañamiento profesional por parte de los Servicios Sociales municipales y del interés propio, el 43,9% de las solicitudes acaban archivadas.
Desde RMI Tu Derecho denunciamos que esta realidad es consecuencia directa del oscurantismo que la Comunidad de Madrid ha creado en torno al proceso de concesión de la RMI, la ruptura del canal de comunicación entre los técnicos encargados de la validación de las solicitudes y los trabajadores sociales de referencia para las familias, el colapso de los servicios sociales municipales siempre faltos de personal, los requerimientos constantes solicitando documentación ya entregada, la falta de trasparencia en la determinación de las cuantías de la RMI, la exigencia de hacer una declaración justificando cómo han sobrevivido hasta el momento si carecían de ingresos, la consideración de ingreso fijo mensual de cualquier ingreso en efectivo que aparezca en las cuentas, la interpretación abusiva de la regla de “6 meses de convivencia” que se llega a aplicar a familias que acaban de tener un bebé… en definitiva la burocratización de un trámite que solo persigue la reducción en el número de concesiones a las familias empobrecidas.

No podemos dejar de señalar que este entramado burocrático es la razón principal, según nuestra experiencia, de la reducción del número de solicitudes de RMI que aleja a los hogares más pobres de un derecho que les reconoce la ley y no la menor incidencia de la pobreza en nuestra Comunidad como apunta la Consejería.
EXTINCIONES DE LA RMI
Junto al descenso de las incorporaciones de familias al exiguo paraguas de protección que ofrece la Comunidad de Madrid a las familias empobrecidas, la extinción del derecho es la segunda pata de la política de desmantelamiento. Las extinciones se han duplicado en tan solo dos años, pasando de 2.708 en 2016 a 5.767 en 2018.
En 2018 se produjeron 2.825 extinciones más que concesiones de nuevas RMI, lo que “explica” en torno al 66% de la reducción de las rentas mínimas entre diciembre de 2017 y diciembre de 2018.
Durante 2017 y 2018 ha habido un muy importante crecimiento de las extinciones derivadas de suspensiones cautelares no resueltas tras tres meses. Suspensiones cautelares basadas en "indicios" se notifican y hacen efectivas sin comprobaciones previas. La presentación de alegaciones en el plazo de 10 días hábiles una vez comunicada es compleja, entre otras cosas porque, como ha informado el Defensor del Pueblo, "las resoluciones de suspensión suelen indicar que se han producido variaciones en las circunstancias que motivaron la concesión de la prestación, sin aclarar cuáles, lo que deja a los beneficiarios en situación de indefensión".
Se amplía el laberinto burocrático de papeleo, requerimientos donde no se explica lo requerido, lo que crea situación de indefensión en la población, pero grandes avances en la estrategia de vaciamiento de la RMI.
SUSPENSIONES DE LA RMI
Las suspensiones se han más que duplicado, pasando de 4.049 en 2.016 a 10.040 en 2.018.

A diferencia de lo ocurrido hasta 2016, los Balances RMI de 2017 y 2018 ocultan el número de suspensiones cautelares y de suspensiones temporales, aunque lo conocemos por otras vías. No parece que esto sea casualidad cuando el abuso de las suspensiones cautelares ha sido nuestra crítica más dura, recogida por el Defensor del Pueblo en recomendaciones específicas y en su informe anual.
	Suspensiones de RMI
	2016
	2017
	2018

	Cautelares
	2.406
	3.519
	4.580

	Temporales
	1.643
	3.635
	5.460

	Total
	4.049
	7.154
	10.040


Cada RMI suspendida no se paga durante varios meses (entre 1 y 3 - la práctica, tres- las cautelares, entre 1 y 12 las temporales). Estimamos que en 2018 hubo unas 18.000 mensualidades no pagadas más que en 2017 por encontrarse suspendida la RMI. No podemos estimar en qué medida se debe a suspensiones cautelares o temporales, punitivas o no punitivas. A lo largo de 2018 hay un considerable aumento del porcentaje de rentas mínimas vigentes que se encuentran suspendidas: de un 11,5% en diciembre 2017, estimamos que habría pasado a estar en torno a un 17% en los últimos meses de 2018.

A este respecto, el Defensor del Pueblo en su Informe anual del 2018, ha dicho sobre las suspensiones cautelares, 45% del total: “las quejas procedentes de la Comunidad de Madrid en 2018 se han referido fundamentalmente a suspensiones de la renta mínima de inserción. Sin perjuicio de reconocer la amplia cobertura que supone el haber previsto legalmente en esta comunidad autónoma una prestación sin límite máximo de percepción, las quejas ponen de relieve que la Administración autonómica está aplicando criterios estrictos cuando revisa las prestaciones ya concedidas al objeto de confirmar que se cumplen los requisitos previstos en la Ley 15/2001 de renta Mínima de Inserción de la Comunidad de Madrid. Si bien esa manera de proceder es conforme a la normativa, el problema radica en que, mientras se realiza la comprobación del cumplimiento de los requisitos se suspende la concesión de la prestación durante meses, hasta que se confirma que el beneficiario tiene derecho a la misma. Durante ese tiempo se deja de recibir la renta mínima de inserción y, con posterioridad, si se confirma el derecho a percibirla porque si reunía los requisitos no se produce reintegro automático de las cantidades dejadas de percibir, debiendo en su caso la persona interesada recurrir en alzada y justificar la no procedencia de la suspensión efectuada. Esto perjudica gravemente a los ciudadanos beneficiarios que se encuentran en situación de grave precariedad económica,”
CONCLUSIÓN.

A la vista de la información presentada en el Balance RMI 2018 y de nuestra experiencia en lo que va de 2019, nos ratificamos en que "desde inicios de 2017 se ha puesto en marcha una política que, sin cambio normativo, persigue el desmantelamiento de facto de la RMI, limitando el acceso a esta prestación y expulsando del sistema RMI a muchas de las familias que estaban incluidas en él".
Por primera vez desde hace 10 años no solo no se ha incrementado a lo largo del año el presupuesto inicial aprobado para atender el pago de la RMI sino que no se han gastado 16 millones del presupuesto inicial aprobado.

Nos ratificamos también en nuestro compromiso de acompañar a las familias víctimas de esta política de construcción del fracaso de la RMI, en su denuncia y lucha constante por mantener o acceder a un derecho reconocido en nuestro ordenamiento legislativo.
Plataforma RMI tu derecho, octubre 2019
� 9º Informe 2019. El estado de la Pobreza, seguimiento del indicador de pobreza y exclusión social en España 2008-2018.


� �HYPERLINK "http://www.comunidad.madrid/sites/default/files/informe_anual_rmi_2018_definitivo_.pdf"�http://www.comunidad.madrid/sites/default/files/informe_anual_rmi_2018_definitivo_.pdf�


� Si tomamos como referencia el dato de EAPN de personas en pobreza severa 347.000 la RMI llagaría a un 23% de ellas, si tomamos como referencia el dato de la Fundación FOESSA de personas en exclusión severa 486.778 personas la RMI alcanzaría a un 16% de estas personas.


� Preámbulo de la Ley 15/2001, de 27 de diciembre, de Renta mínima de Inserción en la Comunidad de Madrid.
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